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en el Punto de Información Catastral por medios electrónicos, informáti-
cos o telemáticos. Igualmente, la información catastral podrá entregarse 
al solicitante por los mismos medios.

Con la periodicidad que acuerde la Comisión mixta de vigilancia y 
control, y como máximo, mensualmente, se remitirá por el Colegio a la 
Subgerencia del Catastro de Cartagena, a efectos de su control, las solici-
tudes presentadas por los interesados y la documentación que las acom-
pañe, entre la que se encontrará la del consentimiento a que se refiere el 
párrafo anterior y, en su caso, el documento por el que se acredite la 
representación que ostente el solicitante, todo lo cual podrá realizarse 
por medios telemáticos, en cuyo caso el Colegio conservará la documen-
tación original a disposición de la citada Subgerencia.

Tercera. Asistencia jurídica gratuita.–El Colegio obtendrá telemá-
ticamente, sin requerir el consentimiento del titular catastral, la informa-
ción que requiera para la tramitación de las solicitudes de reconocimiento 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita, lo que hará a través del sis-
tema de información del Consejo General de la Abogacía.

La obtención de dicha información por parte del Colegio a través del 
sistema del Consejo General de la Abogacía se someterá a lo dispuesto en 
la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueban 
los programas y aplicaciones informáticas para la consulta de datos catas-
trales y la obtención de certificados catastrales telemáticos.

Cuarta. Presentación de declaraciones.–Los colegiados, actuando 
como mandatarios de los obligados tributarios, podrán presentar las 
declaraciones catastrales correspondientes a aquellas alteraciones inmo-
biliarias que éstos les encomienden, siempre que correspondan a altera-
ciones inmobiliarias localizadas en municipios cuyos Ayuntamientos no 
se hayan acogido al procedimiento de comunicación previsto en el artí-
culo 14. b del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario o por 
hechos, actos o negocios jurídicos sobre los que no se haya establecido el 
procedimiento de comunicación.

Previamente a su presentación, los colegiados deberán remitir al Cole-
gio las declaraciones catastrales para la comprobación y verificación de 
la calidad de los datos consignados y de la documentación aportada. 
Cuando las declaraciones se hubieran cumplimentado incorrectamente o 
no se hubiera aportado la documentación preceptiva, el Colegio proce-
derá a su devolución para que sean subsanados los defectos que se hubie-
ren observado.

Realizado este trámite, el Colegio o los propios colegiados presenta-
rán las declaraciones en la Subgerencia del Catastro de Cartagena, o bien, 
directamente en el Ayuntamiento del municipio en el que se ubiquen los 
inmuebles, siempre que dicho Ayuntamiento haya suscrito un convenio 
de colaboración con la Dirección General del Catastro para la tramitación 
de las declaraciones catastrales.

A estos fines, el Colegio y la Subgerencia del Catastro de Cartagena 
podrán acordar en el seno de la Comisión mixta de vigilancia y control, el 
procedimiento de registro de documentos que se estime más adecuado 
para garantizar el cumplimiento de los plazos reglamentariamente esta-
blecidos para la presentación de declaraciones ante el Catastro o sus 
entidades colaboradoras.

Quinta. Protección de datos de carácter personal.–El Colegio, en el 
ejercicio de las funciones previstas en el presente Convenio, adecuará sus 
actuaciones a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal, al texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario, aprobado por Real Decreto 1/2004, de 5 de marzo, al Real 
Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refun-
dido, así como a la Resolución de la Dirección General del Catastro regu-
ladora de la gestión del Punto de Información Catastral.

Sexta. Régimen jurídico.–El presente Convenio se suscribe al 
amparo de lo establecido en el artículo 4 del texto refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario, así como en los artículos 62 y siguientes del Real 
Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refun-
dido.

Serán competentes los Tribunales del orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo, para resolver los litigios que pudieran surgir sobre 
la interpretación, cumplimiento, extinción, resolución y efectos del pre-
sente convenio, así como sobre las responsabilidades por los perjuicios 
que, con motivo del ejercicio de las funciones pactadas, el Colegio o sus 
colegiados, puedan causar a la Dirección General del Catastro.

Séptima. Comisión mixta de vigilancia y control.–Se constituirá 
una Comisión mixta de vigilancia y control que, formada por dos miem-
bros de cada parte, será presidida por el Subgerente del Catastro de Car-
tagena y que velará por el cumplimiento de las obligaciones de ambas 
partes, adoptará cuantas medidas y especificaciones técnicas sean preci-
sas y resolverá las cuestiones que puedan plantearse sobre la interpreta-
ción y cumplimiento del convenio.

 La Comisión mixta de vigilancia y control deberá constituirse formal-
mente en un plazo máximo de un mes desde la formalización del presente 
Convenio. Dicha Comisión celebrará cuantas sesiones extraordinarias 
sean necesarias para el cumplimiento de sus fines, previa convocatoria al 
efecto de su Presidente, por propia iniciativa o teniendo en cuenta las 

peticiones de los demás miembros. En todo caso, la Comisión mixta de 
vigilancia y control se reunirá ordinariamente una vez al año, a fin de 
verificar y comprobar el resultado de las obligaciones contraídas estable-
ciendo las directrices e instrucciones que considere oportunas.

Esta Comisión ajustará su actuación a las disposiciones contenidas en 
el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común y en los artículos 64.6 y 67 del Real Decreto 417/2006,
de 7 de abril.

Octava. Suspensión del convenio.–Cuando la Subgerencia detecte 
que se ha producido un uso indebido de la información catastral prote-
gida por parte del Colegio, o dispusiera de indicios fundados de alguna 
posible infracción de los requisitos y reglas que rigen el acceso a dicha 
información y su difusión, procederá, como medida cautelar, a acordar la 
suspensión de la vigencia del convenio e iniciará las oportunas comproba-
ciones e investigaciones tendentes a constatar las circunstancias en que 
se hayan producido los hechos de que se trate. El resultado de las com-
probaciones efectuadas se pondrá en conocimiento de la Dirección Gene-
ral del Catastro, que resolverá según proceda.

Novena. Vigencia, eficacia y denuncia del convenio.–De conformi-
dad con los artículos 66 y 67 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, el 
presente convenio entrará en vigor desde la fecha de su firma y extenderá 
su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2008, prorrogándose tácitamente 
por sucesivos periodos anuales, salvo que sea objeto de suspensión o 
denuncia.

La denuncia del Convenio podrá formularse por cualquiera de las par-
tes en cualquier momento, surtiendo efecto, salvo acuerdo en otro sen-
tido, a los quince días de su notificación fehaciente.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio en dupli-
cado ejemplar en el lugar y fecha anterior mente indicados.–El Director 
General del Catastro: Jesús Salvador Miranda Hita y el Decano del Cole-
gio de Abogados: Luis Ruipérez Sánchez. 

 8643 ORDEN EHA/1364/2008, de 10 de abril, de autorización 
administrativa a Cantabria Vida y Pensiones, Sociedad 
Anónima de Seguros y Reaseguros, para el ejercicio de la 
actividad aseguradora en el ramo de vida.

La entidad Cantabria Vida y Pensiones, Sociedad Anónima de Seguros 
y Reaseguros ha presentado en la Dirección General de Seguros y Fondos 
de Pensiones solicitud de autorización administrativa de acceso a la acti-
vidad aseguradora para operar en el ramo de vida.

De la documentación que se adjunta a la solicitud formulada, se des-
prende que la entidad Cantabria Vida y Pensiones, Sociedad Anónima de 
Seguros y Reaseguros cumple los requisitos establecidos en el Texto 
Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Priva-
dos, aprobado por Real Decreto Legislativo 6/2004 de 29 de octubre, y en 
su Reglamento, aprobado por Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviem-
bre, para obtener dicha autorización administrativa.

En consecuencia, a propuesta de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, he resuelto:

Primero.–Autorizar a la entidad Cantabria Vida y Pensiones, Sociedad 
Anónima de Seguros y Reaseguros para el ejercicio de la actividad asegu-
radora en el ramo de vida.

Segundo.–Inscribir a la entidad Cantabria Vida y Pensiones, Sociedad 
Anónima de Seguros y Reaseguros en el Registro administrativo de enti-
dades aseguradoras, previsto en el artículo 74 del precitado Texto Refun-
dido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.

Contra la presente Orden Ministerial, que pone fin a la vía administra-
tiva, de conformidad con lo previsto en el artículo 109 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común y disposición adicional 
decimoquinta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, se podrá interponer 
con carácter potestativo recurso de reposición en el plazo de un mes, 
contado a partir del día siguiente a la notificación de la misma, de acuerdo 
con los artículos 116 y 117 de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
Asimismo se podrá interponer recurso contencioso-administrativo ante la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el 
plazo de dos meses, a partir del día siguiente a su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 11.1.a), 25 y 46 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva.

Madrid, 10 de abril de 2008.–El Vicepresidente Segundo del Gobierno 
y Ministro de Economía y Hacienda, P.D. (Orden EHA/3923/2004, de 22 de 
octubre), el Secretario de Estado de Economía, David Vegara Figueras. 


